
MEDELLÍN ABRIL DE 2021 

 

SEÑORES 

HONORABLES MAGISTRADOS TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN SALA DE 

FAMILIA (REPARTO) 

E. S. D. 

 

 

 

REFERENCIA:                   ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE:                   EDGAR JESÚS ARAQUE SUAREZ 

ACCIONADO:                          JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE 

CARTAGENA 

        

 

EDGAR JESÚS ARAQUE MEJÍA, mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 88´152.898, domiciliado en la ciudad de Medellín, obrando en 

nombre propio, en ejercicio de la ACCIÓN DE TUTELA, consagrada en el artículo 

86 de la Constitución Política y reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, 

interpongo dicha acción en contra del JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE 

CARTAGENA, toda vez que ha vulnerado mis derechos fundamentales al debido 

proceso y el acceso a la administración de justicia, consagrados en los artículos 29 

y 229 de la Constitución Política Nacional respectivamente, con fundamento en los 

siguientes: 

  

HECHOS 

 

PRIMERO: 

- Mediante sentencia proferida por el Juzgado Décimo de Familia de (Valle) en 
el proceso de fijación de cuota alimentaria con Radicado 1999-115, se fijó 
el monto de la cuota alimentaria para JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA que 
para aquel entonces era menor de edad y actuaba representado legalmente 
por su madre NELCY MEJIA JARAMILLO, y a cargo del suscrito EDGAR 
JESUS ARAQUE SUAREZ. 

 
SEGUNDO: 

- Posteriormente, en proceso de revisión de cuota alimentaria adelantado 
en el Juzgado Segundo de Familia de Cartagena (Bolívar), con radicado 
2007-557 por NELCY MEJÍA JARAMILLO contra EDGAR JESUS ARAQUE 
SUAREZ se concilió una nueva cuota alimentaria que para el año 2020 
ascendía a la suma de $708.256 mensuales y que aún sigue siendo deducida 
de la pensión de retiro de las Fuerzas que Militares que percibo. 



 
TERCERO: 

- En escrito suscrito y autenticado ante notario público en el mes de noviembre 
de 2019, tanto por el alimentario JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA como por 
el suscrito en calidad de padre obligado,  siendo ambos plenamente capaces, 
y de mutuo acuerdo, dimos por terminada esta cuota alimentaria y acordamos 
LEVANTAR el EMBARGO que pesa sobre la que hoy es mi PENSION DE 
RETIRO. 
 

CUARTO: 
- Es exigencia de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, para levantar la 

medida que afecta mi pensión de retiro, que los dos despachos judiciales que 
en su respectivo momento decretaron esta medida cautelar,   ordenen su 
levantamiento y es por lo que simultáneamente se hizo la petición en tal 
sentido tanto al despacho judicial de Cali, como al Juzgado Segundo de 
Familia de Cartagena. 

 
QUINTO:   

A través de apoderada judicial y siguiendo los parámetros establecidos por 

el Código General del Proceso, concretamente en el artículo 397, procedí a 

solicitar a ambos despachos que ordenaran el levantamiento de la respectiva 

medida cautelar, solicitud que se radicó con todos los anexos, siguiendo las 

reglas del Decreto 806 de 2020  en cada uno de estos despachos judiciales;  

memoriales que fueron enviados el día 17 de julio de 2020. 

  

SEXTO: 

Ante el silencio de ambos operadores judiciales; la actitud pasiva que solo se 

limitó a un “Acuso recibido” por parte del despacho del Juzgado Segundo de 

Familia de Cartagena y ante, la imposibilidad por las circunstancias propias 

de la virtualidad, para tener una comunicación diferente a un chat de 

Whatsaapp con estos operadores judiciales, en el mes de septiembre de 

2020, nuevamente se remitió memorial a ambos juzgados de Cali y de 

Cartagena, requiriendo algún tipo de respuesta o información respecto a la 

solicitud antes presentada.  Lamentablemente a la fecha jamás ha habido 

ningún pronunciamiento por parte de alguno de estos juzgados; su actitud ha 

sido pasiva, silenciosa, y la verdad es que los perjuicios que me han causado 

en el ámbito profesional, personal, familiar y económico han sido 

impensables, más aún en estas épocas de pandemia en las que las 

circunstancias de la economía del país han sido tan difíciles. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

La Constitución Política consagra en su artículo 29 el derecho al debido proceso en 



los siguientes términos: 

 

“ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 

le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 

y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 

presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 

impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 

mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso.” 

 

Adicional y principalmente, encuentro vulnerado mi derecho al acceso a la 

administración de justicia:  

 

“ARTÍCULO 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 

administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de abogado.” 

 

La vulneración de los anteriores derechos fundamentales se encuentra generada 

por la figura de la mora judicial, toda vez que, como quedó explicado en el acápite 

de los hechos, el despacho accionado se encuentra en mora frente al cumplimiento 

de términos judiciales señalados en la ley, soslayando el principio de celeridad en 

la administración de justicia. Con dicha demora en sus pronunciamientos, la cual 

cabe aclarar que se viene presentando de forma injustificada, pues hasta el 

momento, el juzgado no se ha pronunciado ni siquiera para justificar su demora en 

el trámite pendiente. 

 

Al respecto de la mora judicial como figura que da pie a la protección de la acción 

de tutela, la Corte Constitucional, en Sentencia T-052 de 2018, señala:  

 

“Los artículos 229 de la Constitución Política de 1991 y 2° de la Ley 270 de 

1996, consagran el derecho fundamental de toda persona a acceder a la 

administración de justicia, cuyo contenido ha sido desarrollado por la 



jurisprudencia constitucional en diferentes ocasiones.  En la Sentencia T-283 

de 2013, la Sala Séptima de Revisión de esta Corporación definió este 

derecho como  “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en 

Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y 

tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por 

la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses 

legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 

establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y 

procedimentales previstas en las leyes”. 

 

En la misma providencia hacen referencia al contenido del derecho 

fundamental a la administración de justicia, el cual se encuentra relacionado 

con los deberes del Estado frente a sus habitantes divididos principalmente 

en las obligaciones de respetar, proteger y realizar, en otras palabras, el 

Estado debe: (i) abstenerse de adoptar medidas discriminatorias o que 

obstaculicen el acceso a la justicia y su realización, (ii) impedir la interferencia 

o limitación del derecho y (iii) facilitar las condiciones para su goce efectivo.  

 

Dentro del deber de garantizar el goce efectivo del derecho, se encuentra 

incluida la solución célere de los asuntos adelantados ante funcionarios 

judiciales, por ello, esta Corte ha determinado la prohibición de dilaciones 

injustificadas en la administración de justicia y la procedencia de la acción de 

tutela frente a la protección del adecuado acceso a la administración de 

justicia en casos donde exista mora judicial. 

 

Al respecto, en Sentencia T-230 de 2013, reiterada en la T-186 de 2017, entre 

otras, la Sala Tercera de Revisión expuso las circunstancias en las cuales se 

configura la mora judicial injustificada: “(i) se presenta un incumplimiento de 

los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) 

no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la 

congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a 

la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de una autoridad 

judicial”.  

 

Como corolario a lo anterior, cuando el juez de tutela se encuentre 

resolviendo un caso en el que es evidente la configuración de una mora 

injustificada, la procedencia del amparo es razonable, máxime si esto 

conlleva a la materialización de un daño que genera un perjuicio irremediable. 

En esta providencia, en aras de proteger el derecho fundamental al acceso 

de justicia, se facultó al juez constitucional a ordenar “que se proceda a 

resolver o que se observen con diligencia los plazos previstos en la ley, lo 



que en la práctica significa una posible modificación en el sistema de turnos”.  

 

En el mismo fallo, se enunciaron las circunstancias en las que se encuentra 

justificado el incumplimiento de los términos judiciales señalados por la 

jurisprudencia constitucional, resumidos de la siguiente manera: “(i) cuando 

es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra 

la diligencia razonable del operador judicial; (ii) cuando se constata que 

efectivamente existen problemas estructurales en la administración de 

justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial; o 

(iii) cuando se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que 

impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley”.” 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 

decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

 

PETICIÓN 

 

De manera respetuosa solicito a usted: 

 

PRIMERO: TUTELAR mis derechos fundamentales al debido proceso y al acceso 

a la administración de justicia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE CARTAGENA   

para que se pronuncie en el proceso judicial con radicado 2007-00557, dando 

cumplimiento a los términos judiciales y respetando el principio de celeridad en el 

actuar judicial. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento afirmo que no he presentado otra acción de tutela 

por los mismos hechos y derechos respecto de las peticiones hechas en esta tutela. 

 

 

 

PRUEBAS 

 

Como fundamento probatorio de mi petición anexo: 

 



 

 

ANEXOS 

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Dirección para recibir comunicaciones: 

 

Accionante:  EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
Dirección:       Calle 51A #78-8           MEDELLIN 
Celular: 3041089542 (WhatsApp) 
Correo electrónico: seguridadasercol@hotmail.com  
 

 

Accionado:  JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE CARTAGENA 

Dirección electrónica: j02fctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Celular del Juzgado: 3133653916 

 

 

 

 

Del Señor Juez, 

 

 
 

EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
 
C.C.  88152898 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:seguridadasercol@hotmail.com
mailto:J02FCTOCGENA@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO


 

 

MEDELLÍN ABRIL DE 2021 

 

SEÑORES 

HONORABLES MAGISTRADOS TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN SALA DE 

FAMILIA (REPARTO) 

E. S. D. 

 

 

 

REFERENCIA:                   ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE:                   EDGAR JESÚS ARAQUE SUAREZ 

ACCIONADO:                          JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE CALI 

        

 

EDGAR JESÚS ARAQUE MEJÍA, mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 88´152.898, domiciliado en la ciudad de Medellín, obrando en 

nombre propio, en ejercicio de la ACCIÓN DE TUTELA, consagrada en el artículo 

86 de la Constitución Política y reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, 

interpongo dicha acción en contra del JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE CALI, 

toda vez que ha vulnerado mis derechos fundamentales al debido proceso y el 

acceso a la administración de justicia, consagrados en los artículos 29 y 229 de la 

Constitución Política Nacional respectivamente, con fundamento en los siguientes: 

  

HECHOS 

 

PRIMERO: 

- Mediante sentencia proferida por el Juzgado Décimo de Familia de (Valle) en 
el proceso de fijación de cuota alimentaria con Radicado 1999-115, se fijó 
el monto de la cuota alimentaria para JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA que 
para aquel entonces era menor de edad y actuaba representado legalmente 
por su madre NELCY MEJIA JARAMILLO, y a cargo del suscrito EDGAR 
JESUS ARAQUE SUAREZ. 

 
SEGUNDO: 

- Posteriormente, en proceso de revisión de cuota alimentaria adelantado 
en el Juzgado Segundo de Familia de Cartagena (Bolívar), con radicado 
2007-557 por NELCY MEJÍA JARAMILLO contra EDGAR JESUS ARAQUE 
SUAREZ se concilió una nueva cuota alimentaria que para el año 2020 
ascendía a la suma de $708.256 mensuales y que aún sigue siendo deducida 
de la pensión de retiro de las Fuerzas que Militares que percibo. 



 
TERCERO: 

- En escrito suscrito y autenticado ante notario público en el mes de noviembre 
de 2019, tanto por el alimentario JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA como por 
el suscrito en calidad de padre obligado,  siendo ambos plenamente capaces, 
y de mutuo acuerdo, dimos por terminada esta cuota alimentaria y acordamos 
LEVANTAR el EMBARGO que pesa sobre la que hoy es mi PENSION DE 
RETIRO. 
 

CUARTO: 
- Es exigencia de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, para levantar la 

medida que afecta mi pensión de retiro, que los dos despachos judiciales que 
en su respectivo momento decretaron esta medida cautelar,   ordenen su 
levantamiento y es por lo que simultáneamente se hizo la petición en tal 
sentido tanto al despacho judicial de Cali, como al Juzgado Segundo de 
Familia de Cartagena. 

 
QUINTO:   

A través de apoderada judicial y siguiendo los parámetros establecidos por 

el Código General del Proceso, concretamente en el artículo 397, procedí a 

solicitar a ambos despachos que ordenaran el levantamiento de la respectiva 

medida cautelar, solicitud que se radicó con todos los anexos, siguiendo las 

reglas del Decreto 806 de 2020  en cada uno de estos despachos judiciales;  

memoriales que fueron enviados el día 17 de julio de 2020. 

  

SEXTO: 

Ante el silencio de ambos operadores judiciales; la actitud pasiva que solo se 

limitó a un “Acuso recibido” por parte del despacho del Juzgado Segundo de 

Familia de Cartagena y ante, la imposibilidad por las circunstancias propias 

de la virtualidad, para tener una comunicación diferente a un chat de 

Whatsaapp con estos operadores judiciales, en el mes de septiembre de 

2020, nuevamente se remitió memorial a ambos juzgados de Cali y de 

Cartagena, requiriendo algún tipo de respuesta o información respecto a la 

solicitud antes presentada.  Lamentablemente a la fecha jamás ha habido 

ningún pronunciamiento por parte de alguno de estos juzgados; su actitud ha 

sido pasiva, silenciosa, y la verdad es que los perjuicios que me han causado 

en el ámbito profesional, personal, familiar y económico han sido 

impensables, más aún en estas épocas de pandemia en las que las 

circunstancias de la economía del país han sido tan difíciles. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

La Constitución Política consagra en su artículo 29 el derecho al debido proceso en 



los siguientes términos: 

 

“ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 

le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 

y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 

presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 

impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 

mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso.” 

 

Adicional y principalmente, encuentro vulnerado mi derecho al acceso a la 

administración de justicia:  

 

“ARTÍCULO 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 

administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de abogado.” 

 

La vulneración de los anteriores derechos fundamentales se encuentra generada 

por la figura de la mora judicial, toda vez que, como quedó explicado en el acápite 

de los hechos, el despacho accionado se encuentra en mora frente al cumplimiento 

de términos judiciales señalados en la ley, soslayando el principio de celeridad en 

la administración de justicia. Con dicha demora en sus pronunciamientos, la cual 

cabe aclarar que se viene presentando de forma injustificada, pues hasta el 

momento, el juzgado no se ha pronunciado ni siquiera para justificar su demora en 

el trámite pendiente. 

 

Al respecto de la mora judicial como figura que da pie a la protección de la acción 

de tutela, la Corte Constitucional, en Sentencia T-052 de 2018, señala:  

 

“Los artículos 229 de la Constitución Política de 1991 y 2° de la Ley 270 de 

1996, consagran el derecho fundamental de toda persona a acceder a la 

administración de justicia, cuyo contenido ha sido desarrollado por la 



jurisprudencia constitucional en diferentes ocasiones.  En la Sentencia T-283 

de 2013, la Sala Séptima de Revisión de esta Corporación definió este 

derecho como  “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en 

Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y 

tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por 

la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses 

legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 

establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y 

procedimentales previstas en las leyes”. 

 

En la misma providencia hacen referencia al contenido del derecho 

fundamental a la administración de justicia, el cual se encuentra relacionado 

con los deberes del Estado frente a sus habitantes divididos principalmente 

en las obligaciones de respetar, proteger y realizar, en otras palabras, el 

Estado debe: (i) abstenerse de adoptar medidas discriminatorias o que 

obstaculicen el acceso a la justicia y su realización, (ii) impedir la interferencia 

o limitación del derecho y (iii) facilitar las condiciones para su goce efectivo.  

 

Dentro del deber de garantizar el goce efectivo del derecho, se encuentra 

incluida la solución célere de los asuntos adelantados ante funcionarios 

judiciales, por ello, esta Corte ha determinado la prohibición de dilaciones 

injustificadas en la administración de justicia y la procedencia de la acción de 

tutela frente a la protección del adecuado acceso a la administración de 

justicia en casos donde exista mora judicial. 

 

Al respecto, en Sentencia T-230 de 2013, reiterada en la T-186 de 2017, entre 

otras, la Sala Tercera de Revisión expuso las circunstancias en las cuales se 

configura la mora judicial injustificada: “(i) se presenta un incumplimiento de 

los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) 

no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la 

congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a 

la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de una autoridad 

judicial”.  

 

Como corolario a lo anterior, cuando el juez de tutela se encuentre 

resolviendo un caso en el que es evidente la configuración de una mora 

injustificada, la procedencia del amparo es razonable, máxime si esto 

conlleva a la materialización de un daño que genera un perjuicio irremediable. 

En esta providencia, en aras de proteger el derecho fundamental al acceso 

de justicia, se facultó al juez constitucional a ordenar “que se proceda a 

resolver o que se observen con diligencia los plazos previstos en la ley, lo 



que en la práctica significa una posible modificación en el sistema de turnos”.  

 

En el mismo fallo, se enunciaron las circunstancias en las que se encuentra 

justificado el incumplimiento de los términos judiciales señalados por la 

jurisprudencia constitucional, resumidos de la siguiente manera: “(i) cuando 

es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra 

la diligencia razonable del operador judicial; (ii) cuando se constata que 

efectivamente existen problemas estructurales en la administración de 

justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial; o 

(iii) cuando se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que 

impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley”.” 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 

decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

 

PETICIÓN 

 

De manera respetuosa solicito a usted: 

 

PRIMERO: TUTELAR mis derechos fundamentales al debido proceso y al acceso 

a la administración de justicia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE CARTAGENA   

para que se pronuncie en el proceso judicial con radicado 2007-00557, dando 

cumplimiento a los términos judiciales y respetando el principio de celeridad en el 

actuar judicial. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento afirmo que no he presentado otra acción de tutela 

por los mismos hechos y derechos respecto de las peticiones hechas en esta tutela. 

 

 

 

PRUEBAS 

 

Como fundamento probatorio de mi petición anexo: 

 



 

 

ANEXOS 

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Dirección para recibir comunicaciones: 

 

Accionante:  EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
Dirección:       Calle 51A #78-8           MEDELLIN 
Celular: 3041089542 (WhatsApp) 
Correo electrónico: seguridadasercol@hotmail.com  
 

 

Accionado:  JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE CALI 

Dirección electrónica: j10fccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

Del Señor Juez, 

 

 

 
EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
 
C.C. 88152898 
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Medellín, Septiembre 03 de 2020 
 
 
Señor 
JUEZ DÉCIMO DE FAMILIA DE CALI 
E. S. D. 
 
 
 

ASUNTO.   REQUERIMIENTO AL DESPACHO 
 DEMANDANTE. JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA   
 DEMANDADO.     EDGAR DE JESÚS ARAQUE SUÁREZ  
 RDO:   1999-00115 
 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI, apoderada especial del demandado en el proceso de la 
referencia, solicito, de manera respetuosa, información sobre el estado de la solicitud enviada en 
memorial fechado del día 16 de julio de 2020, ya que hasta la fecha no aparece radicación alguna al 
respecto en el Sistema de Gestión de Procesos de la Rama Judicial, y tampoco he recibido ninguna 
información o acuse de recibo por parte del despacho.  
 
Agradezco de antemano la atención que sirvaue me sea enviada, por este medio, la información 
solicitada en el presente memorial.  
 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 
 CAROLINA MARIA SIERRA ECHEVERRI 
C.C. 43.566.471 
T.P. 101.870 del C. S. J. 
 
 



Medellín, Septiembre 03 de 2020 
 
 
Señor 
JUEZ SEGUNDO DE FAMILIA DE CARTAGENA  
E. S. D. 
 
 
 

ASUNTO.  REQUERIMIENTO AL DESPACHO 
 DEMANDANTE. JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA   
 DEMANDADO.     EDGAR JESÚS ARAQUE SUÁREZ  
 RDO:   2007-00557 
 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI, apoderada especial del demandado en el proceso de la 
referencia, solicito, de manera respetuosa, información sobre el estado de la solicitud enviada en 
memorial fechado del día 16 de julio de 2020, el cual, hasta la fecha, no aparece radicado en el Sistema 
de Gestión de Procesos de la Rama Judicial, pese a existir respuesta, mediante correo electrónico, de 
recibo de la solicitud por parte del despacho el día 17 de julio de 2020. 
 
Agradezco que me sea enviada, por este medio, la información solicitada en el presente memorial.  
 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 
 CAROLINA MARIA SIERRA ECHEVERRI 
C.C. 43.566.471 
T.P. 101.870 del C. S. J. 
 



 
Julio de 2020 
 
 
Señor 
JUEZ DECIMO DE FAMILIA DE CALI (Valle) 
E. S. D 
 
 
 
Asunto:             Solicitud de levantamiento de medida de embargo de pensión de retiro 
Proceso:           Fijación de cuota alimentaria 
Demandante:   Jesus David Araque Mejía  
Demandado:    Edgar Jesús Araque Suárez   
Radicado:         1999-115 
 
 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI, mayor de edad, identificada con la cédula de 
ciudadanía N°43´566.471 y abogada titulada y en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional 
N°101.870 del Consejo Superior de la Judicatura y domiciliada en la ciudad de Medellín; 
obrando, según consta en poder adjunto, como mandataria especial de EDGAR JESUS 
ARAQUE SUAREZ, también mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 
Nº88´152.898 y domiciliado en Medellín; a usted solicito con todo respeto, se sirva ordenar a 
la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares,  ordenar el levantamiento de la MEDIDA CAUTELAR 
DE EMBARGO que usted ordenó se practicara al que en ese entonces era el salario de mi 
representado y que hoy es ya su pensión de retiro.  
 
Para que se acceda a tal solicitud, le expongo los siguiente: 
 

- Mediante sentencia proferida por este despacho judicial en el proceso de fijación de 
cuota alimentaria indicado en la referencia, se fijó el monto de la cuota alimentaria 
para JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA que para aquel entonces era menor de edad y 
actuaba representado legalmente por su madre Nelcy Mejía Jaramillo, y a cargo del 
padre EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ; cuota que era deducida mes a mes por la 
Sección de Nómina del Ejercito  Nacional, según se observa en certificación que se 
anexa, fechada el 6 de junio de 2007 . 
 

- Posteriormente, en proceso de revisión de cuota alimentaria adelantado en el 
Juzgado Segundo de Familia de Cartagena (Bolívar), con radicado 2007-557 
instaurado por Nelcy Mejía Jaramillo en representación de Jesús David Araque Mejía 
contra Edgar Jesús Araque Mejía se concilió una nueva cuota alimentaria que a la 
fecha asciende a la suma de $708.256 mensuales y que es deducida actualmente de 
la pensión de retiro de las Fuerzas Militares que percibe el padre alimentante a causa 
de medida cautelar ordenada por este último despacho judicial, tal como puede 
constatarse en  comprobante de pago correspondiente al mes de febrero de 2020, que 
se anexa a este escrito. 
 

- En escrito suscrito y autenticado ante notario público en el mes de noviembre de 2019, 
tanto por el alimentario JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA como por el padre obligado 
EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ,  ambas partes plenamente capaces para tal fin y 
de mutuo acuerdo, dieron por terminada esta cuota alimentaria y acordaron 



LEVANTAR el EMBARGO que pesa sobre la que hoy es PENSION DE RETIRO del 
señor ARAQUE SUAREZ. 
 

- Es exigencia de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, para levantar la medida de 
EMBARGO que afecta la pensión de retiro del señor ARAQUE SUAREZ, que los dos 
despachos judiciales que en su respectivo momento decretaron esta medida cautelar,   
ordenen su levantamiento y es por lo que simultáneamente se hace la petición en tal 
sentido tanto a este despacho judicial, como al Juzgado Segundo de Familia de 
Cartagena.   
 

PETICION.  
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones reitero solicitud en el sentido de que se 
acoja la voluntad de ambas partes en los procesos ya referidos y así con fundamento en el 
acuerdo que voluntariamente suscribieron, se oficie a la entidad que hoy es pagadora CAJA 
DE RETIRO DE LAS FUERZA MILITARES, para que LEVANTE EL EMBARGO que pesa 
sobre la pensión de retiro del señor EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ, identificado con la 
cédula de ciudadanía Nº88´152.898.  

 
Documental  

1) Escrito contentivo de acuerdo suscrito por JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA y EDGAR 
JESUS ARAQUE SUAREZ, para levantamiento de medidas cautelares, autenticado 
ante notario público en el mes de noviembre de 2019.  

2) Certificación salarial de EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ, correspondiente al mes 
de mayo de 2007, expedida por el Jefe de Nomina del Ejercito Nacional.  

3) Comprobante de pago de pensión de retiro de EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ, 
correspondiente al mes de febrero de 2020, emitido por la Caja de Retiro de las 
Fuerzas Militares.  
 

ANEXOS 
 

1- Los documentos enunciados en el acápite de pruebas 
2- Poder otorgado a la suscrita 

 
 
DIRECCIONES PARA NOTIFICACIONES 
 
Poderdante EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
Dirección:                   
Celular: 3041089542 
Correo electrónico: seguridadasercol@hotmail.com  
 
Apoderada: 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI 
Dirección: CARRERA 43 A NÚMERO 16 SUR 47 OFICINA 1205 DE MEDELLÍN     
Cel. 3108236178 
Correo electrónico: cmsierra@udem.edu.co y camasiec@hotmail.com    
 
 
JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA 
Celular: 3142876954 
Correo electrónico: jesus94david@hotmail.com    
 

mailto:seguridadasercol@hotmail.com
mailto:CMSIERRA@UDEM.EDU.CO
mailto:CAMASIEC@HOTMAIL.COM
mailto:jesus94david@hotmail.com


 
 
Atentamente, 
 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI 
T.P. 101870 CSJ 



Julio de 2020 
 
 
Señor 
JUEZ SEGUNDO DE FAMILIA DE CARTAGENA (Bolívar)  
E. S. D 
 
 
Asunto:            Solicitud de levantamiento de medida de retención de cuota alimentaria por 

  conciliación. 
Proceso:           Revisión de cuota alimentaria 
Demandante:   Jesus David Araque Mejía  
Demandado:    Edgar Jesús Araque Suárez   
Radicado:         2007-557 
 
 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI, mayor de edad, identificada con la cédula de 
ciudadanía N°43´566.471 y abogada titulada y en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional 
N°101.870 del Consejo Superior de la Judicatura y domiciliada en la ciudad de Medellín; 
obrando, según consta en poder adjunto, como mandataria especial de EDGAR JESUS 
ARAQUE SUAREZ, también mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 
Nº88´152.898 y domiciliado en Medellín; a usted solicito con todo respeto, se sirva ordenar a 
la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, ordenar la cancelación de la medida de retención 
de cuota alimentaria POR CONCILIACION, a  la pensión de retiro que fue autorizada por este 
despacho en el proceso que se indica en la referencia.   
 
Para que se acceda a tal solicitud, le expongo los siguiente: 
 

- Mediante sentencia proferida por el Juzgado Décimo de Familia de (Valle) en el 
proceso de fijación de cuota alimentaria con Radicado 1999-115, se fijó el monto de 
la cuota alimentaria para JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA que para aquel entonces era 
menor de edad y actuaba representado legalmente por su madre NELCY MEJIA 
JARAMILLO, y a cargo del padre EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ; cuota que era 
deducida mes a mes por la Sección de Nómina del Ejercito  Nacional, según se observa 
en certificación que se anexa, fechada el 6 de junio de 22007 . 
 

- Posteriormente, en proceso de revisión de cuota alimentaria adelantado en el 
Juzgado Segundo de Familia de Cartagena (Bolívar), con radicado 2007-557 por 
NELCY MEJÍA JARAMILLO contra EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ se concilió una 
nueva cuota alimentaria que a la fecha asciende a la suma de $708.256 mensuales y 
que es deducida actualmente de la pensión de retiro de las Fuerzas que Militares que 
percibe el padre alimentante, en razón de la conciliación lograda en el proceso  y 
registrada así en  el comprobante de pago que recibe el señor ARAQUE SUAREZ, tal 
como puede constatarse en  comprobante de pago correspondiente al mes de febrero 
de 2020, que se anexa a este escrito. 
 

- En escrito suscrito y autenticado ante notario público en el mes de noviembre de 2019, 
tanto por el alimentario JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA como por el padre obligado 
EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ,  ambas partes plenamente capaces para tal fin y 
de mutuo acuerdo, dieron por terminada esta cuota alimentaria y acordaron 
LEVANTAR el EMBARGO que pesa sobre la que hoy es PENSION DE RETIRO del 
señor ARAQUE SUAREZ. 



- Es exigencia de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, para levantar la medida que 
afecta la pensión de retiro del señor ARAQUE SUAREZ, que los dos despachos 
judiciales que en su respectivo momento decretaron esta medida cautelar,   ordenen 
su levantamiento y es por lo que simultáneamente se hace la petición en tal sentido 
tanto a este despacho judicial, como al Juzgado Segundo de Familia de Cartagena.   
 

PETICION.  
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones reitero solicitud en el sentido de que se 
acoja la voluntad de ambas partes en los procesos ya referidos y así con fundamento en el 
acuerdo que voluntariamente suscribieron, se oficie a la entidad que hoy es pagadora CAJA 
DE RETIRO DE LAS FUERZA MILITARES, para que cancele y ponga fin a la retención de 
cuota que por cuanta de este proceso, pesa sobre la pensión de retiro del señor EDGAR 
JESUS ARAQUE SUAREZ, identificado con la cédula de ciudadanía Nº88´152.898.  

 
Documental  

1) Escrito contentivo de acuerdo suscrito por JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA y EDGAR 
JESUS ARAQUE SUAREZ, para levantamiento de medidas cautelares, autenticado 
ante notario público en el mes de noviembre de 2019.  

2) Certificación salarial de EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ, correspondiente al mes 
de mayo de 2007, expedida por el Jefe de Nomina del Ejercito Nacional.  

3) Comprobante de pago de pensión de retiro de EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ, 
correspondiente al mes de febrero de 2020, emitido por la Caja de Retiro de las 
Fuerzas Militares.  
 

ANEXOS 
 

1- Los documentos enunciados en el acápite de pruebas 
2- Poder otorgado a la suscrita 

 
DIRECCIONES PARA NOTIFICACIONES 
 
Poderdante EDGAR JESUS ARAQUE SUAREZ 
Dirección:       carrera 43 a número 16 sur 43 oficina 1205            
Celular: 3041089542 (WhatsApp) 
Correo electrónico: seguridadasercol@hotmail.com  
 
Apoderada:  Carolina María Sierra Echeverri 
Dirección    Cra 43 a numero 16 sur 47 oficina 1205 Medellín 
Cel. 3108236178 
Correo electrónico:   camasiec@hotmail.com y cmsierra@udem.edu.co  
 
 
JESÚS DAVID ARAQUE MEJÍA 
Celular: 3142876954 
Correo electrónico:  jesus94david@hotmail.com    
 
 
 
Atentamente, 
 
CAROLINA MARÍA SIERRA ECHEVERRI 
T.P.101870 C.S.J. 

mailto:seguridadasercol@hotmail.com
mailto:camasiec@hotmail.com
mailto:cmsierra@udem.edu.co
mailto:jesus94david@hotmail.com










http://www.usaquen.gov.co/noticias/posesion-la-junta-administradora-local-usaquen 

Posesión de la Junta Administradora Local de Usaquén 

Por: webmasterlocal 

Publicado el: Enero 2020 

 

Ante el Alcalde Local de Usaquén (E), Antonio López Buriticá, hoy, se posesionaron en la Junta 

Administradora Local -JAL- los 11 ediles electos para el periodo comprendido entre el 2020- 2023, 

quienes tienen en principio la ardua tarea de realizar el proceso de elección de la terna de aspirantes al 
cargo de alcalde local y la formulación del plan de desarrollo. 

  
Durante la sesión de instalación de la JAL, el Alcalde Local de Usaquén, Antonio López Buriticá, 

manifestó que con el inicio de un nuevo plan de gobierno en cabeza de la Alcaldesa de Bogotá, Claudia 

López, en el que se destacan temas como: seguridad, empleo y participación ciudadana, es importante que 
los ediles como voceros de sus electores y representantes a la comunidad tengan presentes estas metas 

distritales para consolidar a Usaquén como una localidad grande, que logre disminuir los índices de 

segregación y desigualdad social, y en especial continúe con la protección de los cerros nororientales. 
  

Por su parte los nuevos ediles manifestaron su compromiso con la localidad, sus electores y los residentes 
para que entre todos logren mejorar las problemáticas de seguridad, incentivar la promoción del deporte y 

la cultura, y realizar campañas encaminadas a la protección del ambiente y los recursos naturales, ante la 

crisis climática que enfrentamos. 
  

En esta sesión también se eligió la Mesa Directiva de la JAL, para el primer trimestre, y fueron nombrados 
como presidente el edil José Norberto Beltrán Urrego, y como vicepresidente, la edilesa, Gloria Liliana 

Buchelly Charry. 

  
Por último, el Alcalde de Usaquén (E), Antonio López Buriticá, anunció que la localidad cuenta con una 

ejecución presupuestal del 99.87%, una de las más altas de los últimos años, y dio la noticia de la 

aprobación de los estudios y diseños para la construcción de una sede de la Junta Administradora Local. 
  

Ediles de Usaquén periodo 2020 – 2023 

http://www.usaquen.gov.co/noticias/posesion-la-junta-administradora-local-usaquen


  
Jesús David Araque Mejía - Partido Bogotá para la Gente 

José Norberto Beltrán Urrego - Partido Alianza Verde 
Gloria Liliana Buchelly Charry - Partido Colombia Humana 

María Claudia Cetina Cuellar - Partido Alianza Verde 

Horacio de Jesús Estrada Gil - Partido Cambio Radical 
Lina María García Sierra - Partido Alianza Verde 

Nicolás Gutiérrez Bermúdez - Partido Liberal  

Consuelo del Socorro Serna Rendón - Partido Centro Democrática  
José Francisco Tenjo Tenjo - Partido Alianza Verde 

Julián Uscategui Pastrana - Partido Centro Democrático 
Jesús María Vivas Mosquera - Partido Centro Democrático 
 


